PROYECTO DE LEY

LA HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

RESUELVE
ARTICULO 1º: Deróguese los artículos 65, 71, 72, 73, 74 y 75 de la Carta Orgánica del Banco Provincia.-

ARTICULO 2º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.-
FUNDAMENTOS

La ley 9.434 -Carta Orgánica del Banco Provincia de Buenos Aires- establece que la citada institución podrá efectuar por sí la venta en remate de un inmueble hipotecado, sin forma alguna de juicio, y que bajo ningún concepto podrán los jueces suspender o trabar tal procedimiento del Banco (arts. 65, 71, 72, 73, 74 y 75).

En relación a esta situación, la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia ha considerado que dicho procedimiento resulta inconstitucional, violatorio de los artículos 14 bis, 17, 18, 28, 31, 75 inc. 22 de la Constitución Nacional; 10, 11, 15, 20 inc. 2, 31, 36 inc. 1 y 7, y 57 de la Constitución de la Pcia. de Buenos Aires; XVIII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 8, 10 y 17 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; y 8, 21 y 25 de la Convención Americana de los Derechos Humanos.

Los citados artículos de la Carta Orgánica del Banco Provincia se encuentran efectivamente en pugna con las cláusulas superiores que reconocen y amparan los derechos de propiedad, acceso a la justicia y defensa en juicio, así como de otros bienes protegidos, como el resguardo de la única vivienda.
Debemos recordar que la Carta Orgánica del Banco se encuentra por debajo, en relación a la Constitución Nacional, de la pirámide normativa, y en su condición de norma inferior no puede contradecir los derechos reconocidos por la misma. En tal sentido, sus efectos no pueden proyectarse sobre los principios, derechos y garantías reconocidos y consagrados por la ley suprema y, de entrar en conflicto con ellos, el principio de supremacía determina cuáles normas deben prevalecer (arts. 31, Const. Nac.; 57, Const. Prov.). Cualquiera fuese el rango que corresponda a las normas locales del banco, en ningún caso ellas pueden ocupar el mismo nivel que las propias de la Constitución.
Del examen efectuado se desprende la patente incongruencia así como la imposibilidad de armonizar las normas impugnadas con las superiores, a las que aquéllas deben subordinación (arts. 31, Const. Nac. y 57, Const. Prov.). En tal sentido, la tensión entre los derechos protegidos y las disposiciones controvertidas es tal que sólo puede removerse mediante la descalificación de estas últimas.

La privación de la propiedad requiere, con arreglo a la manda superior, de una sentencia fundada en ley. En el orden constitucional argentino sentencia es, únicamente, el acto jurisdiccional emanado de un tribunal de justicia. Acto que resulta del ejercicio de la función judicial, y, por ende, de la resolución de casos, causas o controversias, actividad que presupone, en forma indispensable, el juicio previo. Fundada en ley, como ordena la cláusula citada (art. 17), significa que no basta la intervención judicial, es preciso que aquélla sea derivación del debido proceso y cumplimente las exigencias de fundamentación prescriptas para su validez como acto estatal (cfr. arts. 1, 5, 18, 29, 108, 109, 116 y sigts., Const. Nac.; arts. 1, 3, 15, 18, 45, 160, 168, 169, 171 y concs., Const. Prov.).

Como refiere el fallo ORTEGA, TERESA POMPEYA C/ BANCO PROVINCIA BUENOS AIRES S/ ACCION DE AMPARO, a esa sentencia debe llegarse, en virtud del art. 18 de la Constitución Nacional, mediante el cumplimiento del debido proceso legal y asegurando la defensa de los derechos, en este caso de la propiedad. La sentencia, por lo demás, debe estar motivada en los hechos de la causa y fundada en las reglas legales que autorizan a embargar, secuestrar, enajenar bienes y adjudicar su producido a terceros legitimados (María Angélica Gelli, Constitución de la Nación Argentina Comentada y Concordada, La Ley, 2.001, pág. 140).

Asimismo, los arts. 11 y 15 de la Constitución Provincial, en armonía con el citado art. 18, base estructural del estado de derecho, garantizan el derecho a la jurisdicción, esto es el acceso irrestricto a la justicia, el derecho de defensa y la tutela judicial efectiva, expresiones de derechos humanos fundamentales cercenados a partir de la aplicación de los artículos de la Carta Orgánica anteriormente referidos. 
Del mismo modo, el art. 75 de la misma, que prohíbe la intromisión de los jueces en la subasta, resulta una violación del principio del juez natural, pues el remate administrativo, sin forma alguna de juicio, esto es sin las facultades inherentes al debido proceso, es llevado adelante por un organismo autárquico, que no es imparcial ni independiente, ni integra el Poder Judicial (cfr. normas constitucionales citadas). En tal sentido, resulta necesario destacar que las mandas superiores que imponen a los jueces el ejercicio de la jurisdicción resultan una función irrenunciable que no puede ni debe ser declinada ante la presencia del caso que la suscita (arts. 18, 31, 116 y concs., Const. Nac.; arts. 15, 20, 160, 166 y concs., Const. Prov.).
El derecho a la jurisdicción se compone del acceso al órgano judicial, del debido proceso -cuyo meollo radica en el derecho de defensa-, y de la tutela judicial efectiva -que la pretensión se resuelva mediante la sentencia-. El principio fundamental contenido en aquel derecho se formula diciendo que todo justiciable tiene derecho a que no se excluya compulsivamente la intervención suficiente de un órgano del poder judicial (cfr. Germán Bidart Campos, ob. cit., Tomo II, pág. 287 a 291), ante el cual pueda ser oído y ejercitar su defensa (v. doctr. C.S.J.N., Fallos 55:318; 100:408; 113:229; 118:390; 119:172; 123:253; 133:366, entre muchos). 

Esto último ha sido enriquecido como consecuencia de los diversos tratados y pactos sobre derechos humanos que gozan de jerarquía constitucional (art. 75 inc. 22 Const. Nac., especialmente arts. 7, 8 y 25 del Pacto de San José de Costa Rica y 2, 9 y 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos) y, en la Provincia de Buenos Aires, de lo dispuesto por el art. 15 de su Constitución reformada en el año 1.994; ello a través de fórmulas preceptivas cuidadosamente establecidas.

La categoría de derechos humanos fundamentales que poseen el acceso irrestricto a la justicia, derecho de defensa y la tutela judicial efectiva, no se pregona para ubicarlos en un nivel superior a otros reconocidos, pero sí para destacar que a la vez de constituir en sí mismos derechos operan como garantía del resto de los derechos. A esto se suma el hecho de que operan como garantía inherente del Estado de Derecho, y que revisten la condición de inalienables e irrenunciables.

La exigencia de sentencia fundada en ley, que no es otra cosa que el resultado de la aplicación del principio de división de poderes en el que se sostiene el estado de derecho, surge categórica a la hora de definir el límite en el despliegue de las otras funciones estatales (a saber, legislativa y administrativa) cuando la privación de la propiedad sobreviene a consecuencia de un acto compulsivo de ejecución. Tal el principio que no admite excepciones.
Ella misma, caracterizada por la presencia de un tercero imparcial que compone intereses controvertidos en el espacio de un proceso debido, con fuerza de verdad jurídica definitiva es, en nuestro sistema institucional, la única habilitada para ingresar coactivamente al ámbito del derecho subjetivo de propiedad.

Toda otra interpretación encuentra el óbice del propio estado de derecho que reserva esa función a los jueces. El despliegue de esa actividad y sólo de ella, conduce a la decisión que, con inequívoco y exclusivo perfil, define como sentencia el texto constitucional.

Esta garantía queda reconocida, de manera categórica, en el artículo 31 de la Constitución de la Provincia, frente a ella se exhibe en contradicción el procedimiento extrajudicial de ejecución que ha sido objeto de reproche (arts. 65 y 71 a 75 ley 9.434 -Carta Orgánica del Banco Provincia- y sus modificatorias). 

Quizá resulte innecesario a esta altura recordar que no existe disposición legal alguna que excluya al Banco de la sujeción debida al ordenamiento jurídico de la Constitución Nacional y de la Provincia, y que el procedimiento de ejecución extrajudicial delineado por la entidad demandada no abastece la garantía de defensa en juicio (art. 18 de la Const. Nac. y 10, 11 y 15 de la Const. Pcial.),

De todo lo anteriormente enumerado se desprende que la aplicación de los arts. 65 y 71 a 75 de la Carta Orgánica del Banco de la Provincia de Buenos Aires transgreden, con antijuridicidad manifiesta, las garantías y derechos fundamentales del acceso a la justicia, defensa en juicio, tutela judicial y juez natural, además de la propiedad y resguardo de la única vivienda, que la Constitución protege.

El ejercicio, por parte del Banco, de tal privilegio excepcional es susceptible de poner en vilo las garantías constitucionales esenciales, resultando necesario por lo tanto propiciar la derogación de los arts. 65, 71, 72, 73, 74 y 75 de la Carta Orgánica del Banco de la Provincia de Buenos Aires, por vulnerar los artículos 14 bis, 17, 18, 28, 31, 75 inc. 22 de la Constitución Nacional; 10, 11, 15, 20 inc. 2, 31, 36 inc. 1 y 7, y 57 de la Constitución de la Pcia. de Buenos Aires; XVIII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 8, 10 y 17 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; y 8, 21 y 25 de la Convención Americana de los Derechos Humanos.
El no hacerlo implicaría reconocer que la Provincia queda autorizada para establecer un régimen de privilegios respecto de los créditos de su banco y prescripción de sus obligaciones al margen de las previsiones de la Constitución Nacional y Provincial, recordando a los señores legisladores que no cabe invocar pacto alguno que ponga a ciertas instituciones al margen de las previsiones de la Constitución Nacional (arts. 5, 31 y 121 de la Const. Nac.).

Por todo lo expuesto, es que solicito a los Sres. Diputados me acompañen en la sanción del Presente Proyecto de Ley.-

